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1.	 Los autores de la comunicación son Francis Hopu y Tepoaitu Bessert, de etnia po-

linesia y habitantes de Tahití, Polinesia francesa. Alegan que son víctimas de violaciones 

por Francia del párrafo 1 y del apartado a) del párrafo 3 del artículo 2, del artículo 14, del 

párrafo 1 del artículo 17, del párrafo 1 del artículo 23 y del artículo 27 del Pacto Interna-

cional de Derechos Civiles y Políticos. (…).

Los hechos expuestos por los autores 

2.1.	 Los autores son descendientes de los propietarios de una parcela de tierra (aproxi-

madamente 4,5 ha.) denominada Tetaitapu, en Nuuroa, en la isla de Tahití. Afirman 

que sus antepasados fueron injustamente desposeídos de su propiedad por un juicio 

de licitación del Tribunal Civil d’Instance de Papeete el 6 de octubre de 1961. En virtud 

del fallo, se concedió la propiedad de la tierra a la Société Hotelière du Pacifique Sud 

(SHPS). Desde el año 1988, el Territorio de Polinesia es el único accionista de dicha 

empresa. 

2.2.	 En 1990, la SHPS arrendó la tierra a la Société d’Etude et de Promotion H_telière, la 

cual a su vez la subarrendó a la Société H_telière RIVNAC. Esta última se propone iniciar 

lo antes posible la construcción en el lugar continuo a una laguna, de un lujoso complejo 

hotelero. Ya se han realizado algunos trabajos preliminares, como la tala de algunos ár-

boles, desbroce y cercado del terreno. 

2.3.	 Los autores y otros descendientes de los propietarios de las tierras los ocuparon 

pacíficamente en julio de 1992 para oponerse a la construcción del complejo hotelero. 

Alegan que la tierra y la laguna próxima representan una referencia importante para su 

historia, su cultura y su vida. Añaden que la tierra comprende un cementerio anterior a 

la llegada de los europeos y que la laguna sigue siendo un lugar de pesca tradicional y 

constituye el medio de subsistencia de unas 30 familias que viven junto a ella. 

2.4.	 El 30 de julio de 1992, la RIVNAC presentó al Tribunal de Primera Instancia de Pa-

peete una solicitud de orden de interdicción; la solicitud fue aprobada el mismo día, y en 

ella se ordenaba a los autores y ocupantes del lugar que lo abandonaran inmediatamente 

y pagaran 30.000 FPC (Franco de la Comunidad Financiera del Pacífico) a la RIVNAC. El 

29 de abril de 1993, el Tribunal de Apelación de Papeete confirmó la interdicción y reiteró 

que los ocupantes tenían que abandonar el lugar inmediatamente. Se notificó a los au-

tores la posibilidad de apelar ante el Tribunal de Casación en el plazo de un mes a partir 

de la notificación de la orden. Al parecer, no lo han hecho. 
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2.5.	 Los autores alegan que las obras de construcción destruirían su cementerio tra-

dicional y afectarían de manera perjudicial a sus actividades de pesca. Añaden que su 

expulsión del terreno es inminente y que el Alto Comisionado de la República, quien re-

presenta a Francia en Polinesia, pronto recurrirá a la fuerza policial para evacuar la zona y 

para que puedan comenzar las obras. En este contexto, los autores señalan que la prensa 

local comunicó que hasta 350 agentes de policía (incluido CRS - Compagnie Républicaine 

de Sécurité) han sido aerotransportados a Tahití con ese objeto. Por lo tanto, piden al 

Comité que otorgue medidas provisionales de protección en virtud del artículo 86 del 

reglamento del Comité. 

La Denuncia 

3.1.	 Los autores alegan una violación del apartado a) del párrafo 3 del artículo 2 y del 

párrafo 1 del artículo 14 porque no han podido interponer un recurso efectivo ante tribu-

nales legalmente constituidos. A este respecto, indican que en Tahití las reivindicaciones y 

litigios de tierras indígenas eran resueltos tradicionalmente por tribunales indígenas (“tri-

bunaux indigènes”) y que la jurisdicción de esos tribunales fue reconocida por Francia 

cuando Tahití pasó a la soberanía francesa en 1880. Sin embargo, se afirma que desde 

1936, fecha en que dejó de funcionar el denominado Tribunal Supremo de Tahití, el Es-

tado Parte no ha tomado medidas adecuadas para el funcionamiento de esos tribunales 

indígenas; en consecuencia, afirman los autores que los fallos sobre adjudicaciones de 

tierras han sido emitidos aleatoria e ilegalmente por tribunales civiles y administrativos. 

3.2.	 Los autores alegan además que se han violado el párrafo 1 del artículo 17 y el 

párrafo 1 del artículo 23 porque su expulsión del terreno en cuestión y la construcción 

del complejo hotelero entrañarían la destrucción del cementerio, donde dicen que están 

enterrados sus familiares, y porque la expulsión afectaría a su vida privada y familiar. 

3.3.	 Los autores alegan que son víctimas de una violación del párrafo 1 del artículo 2 

del Pacto. Afirman que los polinesios carecen de protección bajo las leyes y reglamen-

tos (como los artículos R 361 (1) y 361 (2) del Code des Communes, referentes a los 

cementerios, y la legislación relativa a parajes naturales y excavaciones arqueológicas) 

promulgados para el territorio metropolitano, que se dice que regulan la protección de 

cementerios. Por tanto, alegan ser víctimas de discriminación. 

3.4.	 Por último, los autores alegan una violación del artículo 27 del Pacto, puesto que 

son privados del derecho a disfrutar de su propia cultura. 
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[…]

Examen de la cuestión en cuanto al fondo 

10.1. El Comité de Derechos Humanos ha examinado la presente comunicación habida 

cuenta de toda la información presentada por las partes, en cumplimiento de lo estable-

cido en el párrafo 1 del artículo 5 del Protocolo Facultativo. 

10.2. Los autores denuncian que se les negó acceso a un tribunal independiente e impar-

cial, en violación del párrafo 1 del artículo 14. En este contexto, afirman que los únicos 

tribunales que podrían haber sido competentes para decidir acerca de las controversias 

sobre tierras en la Polinesia francesa son los tribunales indígenas y que habrían debido 

tener acceso a esos tribunales. El Comité observa que los autores podían haber presenta-

do el asunto ante un tribunal francés pero que decidieron deliberadamente no hacerlo, 

alegando que las autoridades francesas deberían haber mantenido en funcionamiento 

los tribunales indígenas. El Comité observa que el Tribunal de Papeete resolvió en 1961 la 

controversia por la propiedad de la tierra y que los propietarios anteriores no recurrieron 

contra la decisión. Los autores no tomaron otras medidas para impugnar la propiedad de 

la tierra ni su utilización, excepto mediante una ocupación pacífica. En esas circunstancias 

el Comité concluye que los hechos expuestos no ponen de manifiesto una violación del 

párrafo 1 del artículo 14. 

10.3. Los autores afirman que la construcción del complejo hotelero en las tierras en 

disputa destruiría un antiguo cementerio que representa un lugar importante de su his-

toria, cultura y vida y constituiría una injerencia arbitraria en su vida privada y familiar, en 

violación de los artículos 17 y 23. También sostienen que en esas tierras están sepultados 

miembros de sus familias. El Comité observa que los objetivos del Pacto exigen que el 

término “familia” se interprete como un criterio amplio que incluya a todas las personas 

que componen la familia, tal como se entienda ésta en la sociedad de que se trate. De 

ello se desprende que al definir el término “familia” en una situación concreta se deben 

tener en cuenta las tradiciones culturales. Los reclamos de los autores revelan que éstos 

consideran que la relación con sus antepasados constituye un elemento esencial de su 

identidad y cumple una función importante en su vida familiar. Esto no ha sido rebatido 

por el Estado Parte; tampoco ha objetado el Estado Parte el argumento de que el cemen-

terio en cuestión tiene un papel importante en la historia, cultura y vida de los autores. 

El Estado Parte ha impugnado la reclamación de los autores sólo por el hecho de que no 

han establecido un vínculo de parentesco entre los restos descubiertos en el cementerio y 

ellos mismos. El Comité considera que el hecho de que los autores no hayan establecido 
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un vínculo de parentesco directo no puede invocarse en contra de ellos en las circuns-

tancias de la comunicación, en que el cementerio en cuestión es anterior a la llegada de 

los colonos europeos y se reconoce como lugar que contiene restos de los antepasados 

de los actuales habitantes polinesios de Tahití. Por consiguiente, el Comité concluye que 

la construcción de un complejo hotelero en el terreno de un cementerio ancestral de los 

autores interfirió en el derecho de éstos a la protección de la familia y la vida privada. 

El Estado Parte no ha demostrado que esa injerencia haya sido razonable en las circuns-

tancias del caso y nada en la información de que dispone el Comité demuestra que el 

Estado Parte haya tenido debidamente en cuenta la importancia del cementerio para los 

autores cuando decidió arrendar el terreno para la construcción de un complejo hotelero. 

El Comité llega a la conclusión de que ha habido una injerencia arbitraria en el derecho 

de los autores a la protección de la familia y la vida privada, en violación del párrafo 1 del 

artículo 17 y el párrafo 1 del artículo 23. 

10.4. Como se establece en el párrafo 7.3 de la decisión de 30 de octubre de 1995, el 

Comité ha vuelto a considerar la reclamación de los autores de que existe discriminación 

en violación del artículo 26 del Pacto, en base a la alegación de la inexistencia de una 

legislación específica para la protección de los lugares de enterramiento en la Polinesia 

francesa. El Comité toma nota de que el Estado Parte recurre contra la admisibilidad de 

esta reclamación, así como de los argumentos subsidiarios pormenorizados en cuanto al 

fondo. 

10.5. Sobre la base de la información que le han presentado el Estado Parte y los autores, 

el Comité no está en condiciones de determinar si ha habido o no una violación indepen-

diente del artículo 26 en las circunstancias de la presente comunicación. 

11.	 Actuando a tenor de lo dispuesto en el párrafo 4 del artículo 5 del Protocolo Fa-

cultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Comité de Derechos 

Humanos considera que los hechos que se le presentan ponen de manifiesto violaciones 

del párrafo 1 del artículo 17 y del párrafo 1 del artículo 23 del Pacto. 

12.	 El Comité de Derechos Humanos opina que los autores tienen derecho, en virtud 

del apartado a) del párrafo 3 del artículo 2 del Pacto, a interponer un recurso efectivo. El 

Estado Parte tiene la obligación de proteger los derechos de los autores efectivamente y 

garantizar que no vuelvan a producirse violaciones similares en el futuro. 

13.	 Habida cuenta de que, al hacerse Parte en el Protocolo Facultativo, el Estado Parte 

ha reconocido la competencia del Comité para determinar si ha habido una violación 
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del Pacto y que, según lo dispuesto en el artículo 2 del Pacto, el Estado Parte se ha com-

prometido a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén 

sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el Pacto y ofrecer un recurso efectivo 

y aplicable en caso de que se determine que se ha producido una violación, el Comité 

desea recibir información, dentro de un plazo de 90 días, sobre las medidas pertinentes 

que el Estado Parte adopte con respecto a su dictamen. 
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